CONTRIBUCIONES DE ESPAÑA AL INFORME DE LA RELATORA ESPECIAL SOBRE LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL CONTEXTO DEL CAMBIO CLIMÁTICO “ACCESO A LA INFORMACIÓN SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO Y LOS DERECHOS HUMANOS”
Atendiendo a la solicitud de información enviada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos de la Relatora Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos en el contexto del cambio climático para la elaboración de un informe sobre “los retos y las buenas prácticas relacionadas con el acceso a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos”, que será presentado en la 79ª sesión de la Asamblea General der Naciones Unidas, España traslada las siguientes aportaciones:
1. ¿Qué tipo de información debería recopilarse y compartirse para identificar y prevenir los impactos negativos sobre los derechos humanos derivados del cambio climático y de las medidas de respuesta al cambio climático? ¿A qué tipo de información puede resultar especialmente difícil acceder y por qué?
La información sobre los impactos relativos al cambio climático suele aportarse a menudo muy poco desagregada, lo que dificulta la identificación de situaciones de injusticia en el reparto social de los impactos y los riesgos. En este sentido, es especialmente importante que la información relativa a los impactos que se derivan del cambio climático se desagregue, cuando sea posible, por variables sociodemográficas relevantes (por ejemplo, clases de edad, sexo, nivel de renta, etc.). En esta línea, y a modo de ejemplo sectorial, se considera muy necesario recopilar y compartir información en materia de discapacidad de manera sistemática y continua para diseñar estrategias inclusivas y efectivas que minimicen los impactos negativos del cambio climático en las personas con discapacidad, y garantizando el respeto y la protección de sus derechos.
Se debería inculcar en todos los ámbitos, a través de campañas y cursos educacionales, información que aporte conocimiento y conciencia de la existencia de riesgos climáticos, aquellos cuyo impacto físico es devastador y afecta sobre todo a los sectores más vulnerables.
En relación con campos más específicos, en cuanto a los efectos del cambio climático en el acceso a agua y alimentos en cantidad y calidad suficientes y en el derecho a la salud, el tipo de información a recopilar debe basarse en la evidencia científica disponible sobre la disponibilidad de alimentos y de agua, así como del estado de salud de la población vinculados a los datos climáticos disponibles. Dicha información en bruto puede ser más difícil de obtener y su nivel de detalle y concreción será menor en los países y entornos menos desarrollados.
En cuanto a las informaciones que pueden resultar de más difícil acceso, éstas son las relativas a los riesgos asociados al cambio climático, debido a su complejidad.


2. ¿Son suficientes los enfoques existentes para recopilar, compartir y supervisar información sobre el cambio climático y los derechos humanos para que el público pueda evaluar la magnitud de los impactos negativos reales y potenciales sobre sus derechos humanos, y la adecuación de las respuestas de los Estados a estos riesgos? ¿Cómo pueden mejorarse estos enfoques?
En España, el Instituto Nacional de Estadística (INE) es el organismo encargado de recoger, producir y difundir información estadística oficial de una forma eficaz, independiente, profesional e íntegra, y ponerla a disposición de todos los miembros de la sociedad para favorecer la correcta toma de decisiones, así como, realizar la coordinación nacional de la actividad estadística pública.
El INE viene elaborando desde hace más de una década estadísticas medioambientales, incluidas las relativas al cambio climático, de acuerdo con la regulación europea en la materia y siguiendo las pautas metodológicas de Naciones Unidas. Así, el INE difunde en la actualidad siete cuentas económicas medioambientales (cuentas de emisiones a la atmósfera, cuentas de impuestos ambientales, cuentas de flujo de materiales, cuentas de gasto en protección medioambiental, cuentas de bienes y servicios medioambientales, cuentas de flujos físicos de la energía y cuentas de los residuos), y está preparando la difusión de tres nuevas cuentas (cuentas de los bosques, cuentas de subvenciones y otras trasferencias medioambientales y cuentas de los ecosistemas).
Además, tomando como base los resultados que producen estas cuentas ambientales y otras fuentes estadísticas de datos, se pueden elaborar una serie de indicadores para el monitoreo de las acciones llevadas a cabo con el objetivo de mitigar los efectos del cambio climático. Estos indicadores van a ser difundidos próximamente de forma abierta a todos los ciudadanos por el INE a través de su página web, en una estadística experimental denominada “Indicadores ambientales” y que, de forma gráfica, podrá ayudar a toda la sociedad a monitorizar los efectos que las políticas públicas están produciendo, en el tiempo, sobre la mitigación del impacto del cambio climático. La metodología de cálculo de los indicadores (metadatos) está asimismo incluida de forma trasparente en la página web del INE.
En el campo específico del derecho a la salud y al acceso a agua y a alimentos en cantidad y calidad suficientes, existen aspectos en los que la recopilación de información presenta una correlación evidente (por ejemplo, el efecto de las temperaturas sobre los cultivos, o la generación de toxinas en pesca de aguas crecientemente más cálidas). En otros aspectos más relacionados con los derechos humanos existe menos evidencia recopilada actualmente y son necesarios estudios adicionales para fortalecer la evidencia disponible.
[bookmark: _GoBack]En otros ámbitos, como el cambio climático y los derechos de las personas con discapacidad, los enfoques existentes para recopilar, compartir y supervisar información son prácticamente inexistentes.  Las evaluaciones de la eficacia de las respuestas estatales rara vez incluyen indicadores específicos sobre cómo estas medidas afectan a las personas con discapacidad. Esta realidad responde a las siguientes limitaciones: 

· Falta de datos desagregados.
· Infrarrepresentación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en los procesos de toma de decisiones.
· Falta de mecanismos robustos y continuos para monitorear y evaluar los impactos del cambio climático y las medidas de respuesta en las personas con discapacidad.
· La información no siempre está disponible en formatos accesibles para todas las personas con discapacidad.


3. ¿Existen barreras indebidas para acceder a información actualizada sobre derechos humanos y cambio climático (por ejemplo, accesibilidad lingüística y técnica, uso de tecnología, motivos de no divulgación, otros)?
El acceso a la información relevante en materia de derechos humanos y cambio climático se ha simplificado sustancialmente con el desarrollo de repositorios y bases de datos accesibles en línea. España cuenta con una plataforma pública y de libre acceso especializada en temas de adaptación al cambio climático en la que se han recopilado estudios y otras referencias relativas a los aspectos sociales y educativos[footnoteRef:1]. [1:  https://adaptecca.es/sectores-y-areas/Vulnerabilidad-social ] 

Sin embargo, siguen existiendo barreras y éstas son mayores a medida que aumentan las desigualdades sociales y disminuyen los índices de transparencia, legalidad y rendimiento de cuentas, así como menor disponibilidad económica, acceso a cultura y progreso científico. Existe una barrera técnica-educacional para saber dónde acceder y encontrar la información.
En relación con el acceso a la información por parte de las personas más vulnerables, como los colectivos con discapacidad, las barreras son las siguientes, a saber:
· Lenguaje y formato de la información no accesibles.
· Complejidad del lenguaje por su tecnicismo.
· Brecha digital a la que muchas personas con discapacidad se enfrentan debido a la falta de acceso a dispositivos tecnológicos adecuados o a internet de alta calidad.
· La información específica sobre los derechos de las personas con discapacidad en el contexto del cambio climático no siempre se prioriza.


4. ¿Existen ejemplos en los que la cooperación internacional haya apoyado eficazmente el acceso público a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos? ¿Cuáles son los retos a la hora de aplicar los artículos 4 (acceso del público a la información) y 6 (sensibilización del público) de la CMNUCC, y el artículo 12 (acceso del público a la información) del Acuerdo de París, así como otros instrumentos y procesos internacionales que pueden apoyar/contribuir a la cooperación internacional en materia de acceso a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos?
El acceso público a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos ha alcanzado relevancia internacional gracias al Convenio sobre el acceso a la información, participación del público en la toma de decisiones y acceso a la justicia en materia de medio ambiente (Convenio de Aarhus). Este tratado requiere que las partes proporcionen acceso a la información y la participación pública y el acceso a la justicia de sus ciudadanos. En el preámbulo de este convenio se clarifica que el acceso público a la información sobre el cambio climático y los derechos humanos es necesario para atender el objetivo último de la plena realización del derecho fundamental del ser humano de vivir en un medioambiente sano.
España ha recogido en su derecho interno los elementos propios de la democracia ambiental (acceso del público a la información y sensibilización del público) por medio de la Ley 7/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Esta ley supone la transposición de las Directivas comunitarias 2003/4/CE y 2003/35/CE y responde a los compromisos asumidos por España con la ratificación del Convenio de Aarhus.
Asimismo, en derecho interno español destaca la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética. El artículo 39 de la esta ley vela por que los planes, programas, estrategias, instrumentos y disposiciones de carácter general que se adopten en la lucha contra el cambio climático y la transición energética hacia una economía baja en carbono, se lleven a cabo bajo fórmulas abiertas y canales accesibles que garanticen la participación de los agentes sociales y económicos interesados y del público, en general, mediante los canales de comunicación, información y difusión.
En España también se da cumplimiento a los artículos 4 y 6 CMNUCC y 12 del Acuerdo de París mediante el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030 (PNIEC), el Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático, la Estrategia de Transición Justa, la Estrategia Nacional de Pobreza Energética y la Estrategia de Descarbonización a Largo Plazo (ELP). En todos estos instrumentos se ha dado un acceso del público a la información a través de los canales de participación con los que cuenta la legislación española, además de dirigir amplias consultas a los sectores más afectados o especialmente proactivos en esta materia. En el ámbito de la Estrategia de Desarrollo Sostenible, se significa el cauce de la participación a través del Consejo de Desarrollo Sostenible, que convoca un total de 60 representantes de 34 plataformas y entidades en representación de la academia, el sector empresarial, los sindicatos, las organizaciones ecologistas, sociales, y de defensa de los derechos humanos y la paz, organizaciones del ámbito de la cooperación internacional-, así como de 13 consejos consultivos de ámbito estatal.
Por último, en España también destacan los programas de trabajo realizados para el desarrollo del artículo 6 de la CMNUCC (rebautizados posteriormente como “Acción para el Empoderamiento Climático”), que incluyen el acceso a la información como una de las cuestiones clave a promover (junto con la educación, la formación y la participación pública en materia de cambio climático). En los diálogos realizados en el marco de estos programas, así como en los informes de progreso, se reflejan buenas prácticas en esta materia.

5. ¿Existen ejemplos concretos o dificultades específicas para que las empresas comuniquen información sobre los riesgos, incluso en distintos países, en relación con el cambio climático y los derechos humanos? ¿Cuáles son los obstáculos para que los titulares de derechos puedan acceder a esta información y evaluar la idoneidad de la respuesta de una empresa a estos riesgos? ¿Existen ejemplos concretos de regulación estatal que hayan mejorado significativamente el acceso a la información que poseen los agentes privados sobre el cambio climático y los derechos humanos?
En el ámbito empresarial destaca la reciente aprobación de la Directiva de Diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad. Dicha Directiva establece que las empresas deberán efectuar evaluaciones periódicas sobre los impactos adversos producidos en el marco de su cadena de actividades y sobre las medidas para amortiguarlos que hayan implementado, y publicar esta información en una declaración anual en su sitio web, a fin de evitar el greenwashing. 
También en el plano europeo, una de las nuevas fuentes que supondrá una mejora importante en la disponibilidad de la información será la implantación de la nueva directiva europea sobre informes de sostenibilidad corporativa (CSRD). Según esta futura directiva, las empresas pertenecientes a grupos estarán obligadas a reportar indicadores ESG sobre el entorno medioambiental, social y de gobernanza, de una forma estandarizada, con indicadores definidos previamente y con metodología armonizada, que permitirá, entre otras acciones, hacer un análisis de riesgos sobre los efectos del cambio climático. Si bien su implantación será gradual desde 2025 (en principio primero para grupos más grandes y cada año reduciendo el tamaño de los grupos que deben reportar) y su ámbito espacial se restringirá a grupos de la Unión Europea, esta nueva fuente de información será crucial para el éxito de la armonización de indicadores medioambientales en las empresas, sus huellas energéticas y de carbono, por ejemplo, entre otros indicadores que podrán estimarse.
A nivel interno español se ha iniciado la tramitación de una Ley de Consumo Sostenible, en la que se contemplará que las declaraciones medioambientales de productos se analicen caso por caso. Esta ley contribuirá a garantizar el acceso a una información veraz en cuanto a la sostenibilidad de los productos ofrecidos por empresas, lo cual está íntimamente relacionado con el derecho a la información sobre cambio climático. Además, el Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030 ha elaborado una Guía de Comunicación Sostenible dirigida a empresas para que identifiquen el greenwashing y la legislación que sería de aplicación en su caso.

6. ¿Cuáles son los impactos sobre los derechos humanos de un acceso inadecuado a la información por parte de las autoridades públicas y/o las empresas? ¿Existen ejemplos concretos o desafíos específicos en la recopilación y el intercambio de información sobre los niveles desproporcionados de daño real y potencial del cambio climático y las medidas de respuesta al cambio climático (datos desglosados sobre los pueblos indígenas, las mujeres, los niños, las comunidades locales, las personas con discapacidad, las personas mayores, las personas que viven en la pobreza extrema, otros)?
El desconocimiento, la desinformación o un acceso inadecuado a la información puede dificultar las respuestas preventivas, de anticipación y autoprotección frente a riesgos climáticos, lo que supone una mayor exposición al riesgo.
Un desafío específico derivado del cambio climático presente en España son las altas temperaturas. Un avance reciente en esta línea es el sistema METEOSALUD, que facilita avisos por calor excesivo basados en el efecto del calor sobre la salud. Los umbrales de mortalidad asociada a las altas temperaturas son diferentes en distintas áreas geográficas, por lo que el sistema puesto en marcha toma en consideración estos datos para establecer niveles de alerta específicos para un amplio conjunto de zonas isoclimáticas.[footnoteRef:2] [2:  https://www.sanidad.gob.es/excesoTemperaturas2024/provincias.do ] 

Las olas de calor en España afectan en mayor medida a una serie de colectivos vulnerables. En primer lugar, las personas mayores se ven especialmente afectadas a la exposición prolongada a altas o bajas temperaturas, debido a su dificultad de control de su sistema termorregulador, hecho que provoca una serie de problemas de salud que pueden resultar peligrosos e incluso mortales. 
Dentro de este colectivo, las personas con demencia son más susceptibles a las afecciones relacionadas con la temperatura como los golpes de calor o las hipotermias, así como más vulnerables durante fenómenos meteorológicos como inundaciones o incendios. Ante esta necesidad, el Centro de Referencia Estatal de Atención de Personas con Enfermedad de Alzheimer y otras Demencias (CREA) del Instituto de Mayores y Servicios Sociales (Imserso) ha desarrollado su propio “Protocolo de actuación en situaciones de temperatura extrema” (PRO29E00), con el que pretende establecer las pautas y procedimientos a seguir en el centro durante periodos de temperaturas extremas para garantizar la seguridad de sus personas usuarias. Para el correcto funcionamiento de este protocolo es fundamental informar, de manera clara y comprensible, a las propias personas usuarias acerca de las precauciones a seguir en situaciones de calor o frío intenso. En algunas ocasiones, esto no es posible debido a que la reducción de la conciencia del riesgo se combina con una menor capacidad para reducir el daño potencial, como beber más en climas cálidos o ajustar la ropa en climas fríos. En estos casos, se debe informar a sus familiares. En este sentido, desde el CREA se ofrece información para el público general a través de los diferentes carteles y folletos que se entregan a los alumnos y visitantes del centro, así como mediante las infografías que se proyectan en las pantallas de información del CREA.
En segundo lugar, la falta de recursos económicos puede conllevar problemas para mantener un adecuado confort término en las viviendas, lo que incrementa la vulnerabilidad frente a los episodios, cada vez más intensos, largos y frecuentes, de olas de calor. 
En el caso de España existe una estrategia nacional de reducción de la pobreza energética orientada a combatir este problema.[footnoteRef:3] Un reto clave es lograr que la información práctica que permite ser beneficiario de las medidas asociadas a esta estrategia (por ejemplo, el bono social eléctrico) llegue a todas las personas potenciales interesadas. [3:  https://www.miteco.gob.es/es/ministerio/planes-estrategias/estrategia-pobreza-energetica.html] 

Por último, el acceso inadecuado a la información por parte de las autoridades públicas y las empresas también puede tener impactos significativos y negativos sobre los derechos de las personas con discapacidad en diversas áreas, desde la salud y la seguridad hasta la participación en la vida pública y la capacidad para adaptarse a los cambios climáticos. En las olas de calor en España, la falta de información accesible sobre medidas preventivas y servicios de emergencias ha tenido una incidencia muy negativa entre personas con discapacidad.
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